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La escasa literatura existente sobre la contribución y complicidad de 
empresas y grupos económicos en la violación sistemática de derechos 
humanos ocurrida en Chile durante el régimen de Pinochet, hace del 
libro Complicidad económica con la dictadura chilena. Un país desigual 
a la fuerza un aporte indispensable para mejorar nuestra comprensión 
sobre el origen de muchas de las desigualdades sociales y económicas 
que, actualmente, son objeto de las mayores protestas que hayan tenido 
lugar en Chile desde el fi n de la dictadura cívico-militar. 

En el libro, sus editores – Juan Pablo Bohoslavsky, Karinna Fer-
nández y Sebastián Smart – reúnen una serie de investigaciones en las 
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cuales se documenta desde diferentes disciplinas y dimensiones, la exis-
tencia de redes de financiamiento y apoyos a la dictadura, que habrían 
permitido al régimen de Pinochet solventar su política represiva para 
mantenerse en el poder, y al mismo tiempo, transformar radicalmente 
la estructura político-económica del país. De este modo, los veintiséis 
capítulos que componen el libro convergen en la tesis de que existiría 
una estrecha relación entre la asistencia económica extranjera, la política 
económica implementada por la dictadura y la violación sistemática de 
los derechos humanos.

El esfuerzo por documentar la colaboración y complicidad finan-
ciera con la dictadura chilena – tal como sostiene Elizabeth Lira en el 
prólogo del libro – constituye una pieza fundamental para garantizar a 
las víctimas la no repetición de las violaciones a los derechos humanos 
ni de las condiciones que las hicieron posible. En esta misma línea, 
Juan Pablo Bohoslavsky señala, en el capítulo introductorio, que este 
libro ofrece una nueva narrativa de la dictadura, al considerar la res-
ponsabilidad de sus cómplices económicos y vincularla con la actual 
agenda de justicia social. Argumenta que la ayuda financiera recibida 
por el régimen se orientó, por un lado, a comprar lealtades y apoyos de 
sectores claves de la sociedad chilena, y por otro, a montar un eficaz 
aparato represivo, cuyo principal propósito fue crear las condiciones ne-
cesarias para la implementación de un conjunto de políticas sectoriales 
que tuvieron como denominador común el beneficio económico de la 
élite chilena y de las grandes empresas nacionales y extranjeras, todo 
esto, en detrimento del bienestar de la clase trabajadora y el consiguiente 
aumento de la desigualdad económica y social en el país.

Los capítulos posteriores se organizan en siete secciones temá-
ticas, cada una de estas aporta importante evidencia en ámbitos poco 
explorados del pasado reciente de Chile. La primera sección, titulada 
“Pasado y presente de la complicidad económica” se articula en torno al 
informe elaborado en 1978 por Antonio Cassese, quien fuera nombrado 
por la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas como rela-
tor especial para evaluar el apoyo financiero recibido por la dictadura. 
Como sugiere Naomi Roth-Arriaza en el capítulo que inaugura esta 
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primera sección, los trabajos ahí presentados constituyen un importante 
esfuerzo por desarticular aquella narrativa que desliga el plan econó-
mico de la dictadura, de la violencia utilizada por el régimen de Pino-
chet para reprimir a la población y así, acallar sus críticas.1 Los cinco 
capítulos que componen la sección funcionan como un bloque analí-
tico que inicia dando cuenta de las razones de la escasa atención que 
recibieron las dimensiones económicas dentro de la agenda de la jus-
ticia transicional chilena y cómo, en los últimos años, esto se ha ido 
revirtiendo. Este cambio, producido por una forma más integral de 
comprender los derechos humanos, permitió ampliar la visión hacia 
los derechos económicos y sociales que fueron vulnerados durante la 
dictadura y que hoy continúan siendo parte de las luchas sociales en 
Chile. Si bien, como exponen Elvira Domínguez y Magdalena Sepúlveda 
en el quinto capítulo del libro, el estado de los derechos económicos, 
sociales y culturales en Chile ha sido en el último tiempo objeto de 
un mayor escrutinio internacional – lo que se refleja en un número 
relativamente alto de procedimientos especiales realizados en el país, 
al punto de equipararse con la atención prestada a la violación de los 
derechos civiles y políticos –, esto no ha sido suficiente para comprender 
efectivamente todos los abusos cometidos por el régimen de Pinochet, 
ni el efecto que éstos continúan teniendo para el pleno ejercicio de los 
derechos humanos en el Chile de post-dictadura.

Esta sección también aporta algunos antecedentes para com-
prender cómo la violación de los derechos civiles y políticos durante la 
dictadura – específicamente, la supresión de los derechos sindicales – 
fue un factor relevante para atraer la asistencia económica extranjera, 
y a la vez, fue condición necesaria para la imposición de una política 
económica basada en la acumulación de capital, la cual, a partir de la 

1 Durante la post-dictadura, la nueva clase dirigente permitió que en la figura de Pinochet se 
encontraran discursos a la vez contradictorios: los que apuntaban a su responsabilidad en una 
de las dictaduras más sangrientas de América Latina y los que reconocían que las transforma-
ciones económicas impulsadas bajo su régimen, constituyeron una pieza fundamental para el 
desarrollo económico y la estabilidad política de Chile. Así, se podía condenar al dictador y, 
al mismo tiempo, reconocer su legado en materias económicas. 
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privatización de empresas del Estado y la venta de sus activos, transfirió 
la riqueza nacional a manos de la clase empresarial chilena. La sección 
cierra reconociendo que, aunque el impacto de las iniciativas en térmi-
nos de verdad y justicia ha sido limitado, Latinoamérica ha ocupado 
un lugar protagónico en la identificación de las responsabilidades de 
las empresas en las graves violaciones a los derechos humanos. Destaca 
en este itinerario la forma en como las víctimas y sus familiares han 
complementado la movilización social con estrategias legales innova-
doras a fin de responsabilizar a las empresas e incluirlas en el radar de 
la justicia transicional, esto, más allá de si las comisiones de verdad 
implementadas en sus respectivos países, tenían o no como mandato, 
esclarecer la participación de los agentes económicos en las violaciones 
a los derechos humanos. En este sentido, y siguiendo a Priscilla Hayner 
(2008, p. 247), el deseo de buscar la verdad es cuestión de tiempo, hay 
veces en que este deseo sólo se logra hacer patente cuando las tensiones 
que generan conflictos dentro de una sociedad han sido disminuidas, 
y hay otras, en las que es justamente este deseo el que impulsa cambios 
sobre los límites y las formas de abordar los crímenes del pasado. 

La segunda sección de este libro, titulada “La economía del pino-
chetismo”, también consta de cinco capítulos, los cuales – con excepción 
del capítulo de Marcos González y Tomás Undurraga, quienes discuten 
sobre la complicidad intelectual en la dictadura – se articulan en torno 
a la relación existente entre la política extractivista impulsada por la 
dictadura, la concentración del poder y la riqueza y la construcción de 
una institucionalidad político-jurídica funcional a las necesidades del 
neoliberalismo. La sección inicia con el capítulo presentado por José 
Miguel Ahumada y Andrés Solimano, quienes sostienen en su trabajo 
que las desigualdades sociales y económicas que afectan a Chile en la 
actualidad tienen sus bases en el modelo económico implementado 
durante el régimen de Pinochet. Así, esta sección analiza el recorrido 
que siguió la economía chilena durante la dictadura, la que – en tanto 
proceso históricamente situado – experimentó una serie de cambios, 
que fueron más el resultado del activo rol del Estado y de la correlación 
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de fuerzas al interior del gobierno dictatorial, que un producto de las 
fuerzas autónomas del mercado. 

En este marco, las privatizaciones llevadas a cabo desde la se-
gunda mitad de los años setenta, con el objetivo inicial de desmantelar 
el Estado productor y desarrollista, y luego con la intención de suplir las 
funciones sociales del Estado, habrían posibilitado que las elites econó-
micas no sólo concentraran el grueso de la riqueza nacional, sino que, 
además, adquirieran una fuerte influencia en el funcionamiento de lo 
que sería la nueva democracia. Del mismo modo, en esta sección se ad-
vierte que, pese al impacto negativo que ha tenido el extractivismo eco-
nómico en los derechos humanos y en el medioambiente, no ha existido 
la intención de cambiar el rumbo del modelo extractivista chileno, pues 
como sugiere Sebastián Smart, si bien éste se asienta en una legislación 
creada por la dictadura, la interrelación y mutua dependencia entre el 
poder político y económico existente en Chile, ha impedido cualquier 
tipo de modificación sustantiva al modelo.

Por otro lado, esta sección refuerza la idea de que las actua-
les desigualdades surgen en un contexto de represión y de múltiples 
restricciones a la deliberación democrática, y también, de que son conse-
cuencia de una trasformación radical de la economía, en la cual tuvieron 
lugar procesos de acumulación por desposesión y de oligopolización de 
la estructura productiva, dando origen con esto, a una elite empresarial 
que, hasta el día de hoy, controla amplios aspectos de la vida económica, 
política y social del país. 

La tercera y cuarta sección – tituladas “Juegos de apoyos, corrup-
ción y beneficios materiales” y “Normas y prácticas represivas en favor 
de los grupos empresariales”, respectivamente – reúnen diez investi-
gaciones, las que podrían, por la similitud de sus temáticas, constituir 
una única sección cuyo eje estuviera en el impacto que han tenido las 
diversas políticas y decretos leyes, dictados por la dictadura, en la actual 
agenda de justicia social. A pesar de esto, es posible reconocer una cierta 
estructura asociada a temáticas específicas dentro de cada una de las 
secciones. Así, mientras los dos primeros capítulos de la tercera sección 
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analizan el rol de las cámaras empresariales y de los medios de comuni-
cación en la comisión u omisión de violaciones a los derechos humanos; 
los dos últimos dan cuenta del impacto que tuvieron las privatizaciones, 
tanto en el sistema de pensiones como en el patrimonio público de 
Chile. Respecto de este último punto, Sebastián Smart señala que, en 
base a la violencia desplegada, la dictadura terminó con el histórico y 
progresivo proceso de creación de empresas estatales, dando paso a la 
enajenación de las mismas (muchas de las cuales fueron vendidas muy 
por debajo de su valor económico). En efecto, según Smart, se pasó de 
596 empresas estatales en 1973 a sólo 49 en 1989, lo que implicó una 
mayor concentración de riquezas y la profundización de las brechas 
sociales y económicas ya existentes. 

Del mismo modo, los dos primeros capítulos de la cuarta sección 
tratan sobre el desmantelamiento del sindicalismo chileno y explican 
cómo el “Plan laboral” de la dictadura – que básicamente operó como 
una regulación del poder colectivo de los sindicatos – tuvo como ob-
jetivo garantizar plenamente el derecho de propiedad y legitimar así, 
las bases del poder económico y social de la elite chilena. Pese a que el 
año 2003, fue publicado en el diario oficial un nuevo Código del Tra-
bajo, para Salazar (2012, p. 308-309) este no es más que una forma de 
aparentar modernidad y sensibilidad social, pues mantiene las mismas 
relaciones laborales impuestas por la dictadura. 

Los dos capítulos siguientes reflexionan sobre cómo la imple-
mentación del modelo neoliberal en Chile significó la disminución de 
las prestaciones sociales básicas y el aumento de la pobreza, dando paso 
a la criminalización y el encierro masivo de pobres, por un lado, y por 
otro, a su erradicación de las áreas céntricas, y posterior, relocalización 
en sectores periféricos. Finalmente, los últimos dos capítulos de esta 
sección analizan las consecuencias económicas, sociales, medioam-
bientales y culturales que han experimentado los pueblos originarios 
en Chile, a propósito de la apropiación que hiciera la dictadura de re-
cursos naturales y bienes comunes. Así, por ejemplo, y considerando 
la actual crisis hídrica, el capítulo de Cristián Olmos conecta el rol 
de empresas y actores económicos en la privatización del agua, con 
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las constantes violaciones a los derechos de comunidades indígenas 
próximas a centros mineros en el Norte de Chile. Para Olmos, la base 
de estas vulneraciones se encuentra en la plataforma legislativa gene-
rada en dictadura, la cual comprende la Constitución, el Código de 
Aguas y el Código de la Minería. Una lectura similar lleva a cabo José 
Aylwin, quién en su estudio, da cuenta de cómo la dictadura, luego 
de apropiarse de tierras mapuches (reconocidas y restituidas por los 
proceso de reforma agraria impulsados por los gobiernos de Eduardo 
Frei Montalva y Salvador Allende), éstas fueron vendidas de forma 
irregular, para posteriormente, establecer sobre ellas una política de 
incentivos monetarios y tributarios que benefició, principalmente, a 
los conglomerados forestales que habían colaborado con el régimen de 
Pinochet, teniendo esto, como consecuencia directa, la exclusión del 
pueblo mapuche y el deterioro del medio ambiente y del hábitat natural 
y cultural de las comunidades. 

Dos capítulos son los que componen la quinta sección titulada 
“Estudios de casos”. En ella, se analizan emblemáticos casos de corpo-
raciones nacionales que financiaron, o directamente participaron en 
delitos de lesa humanidad. Karinna Fernández y Magdalena Garcés 
documentan cómo los recursos logísticos de la Pesquera Arauco y de 
Colonia Dignidad fueron puestos a disposición de la represión militar. 
Este trabajo advierte sobre la activa participación de estas corporaciones 
en el secuestro, tortura y desaparición de civiles durante la dictadura 
chilena. Las autoras también llaman la atención sobre la falta de volun-
tad política para perseverar con las investigaciones y las debilidades 
presentes en la acción judicial, las que muchas veces, no han permitido 
conocer la verdad de los hechos, ni cuantificar o determinar el destino 
de los dineros obtenidos por la comisión de estos delitos. En esta misma 
línea, Nancy Guzmán entrega evidencia para conocer cómo, desde la 
elección de Salvador Allende como presidente de Chile, el diario El 
Mercurio fue utilizado por su dueño, Agustín Edwards, para colaborar 
con la dictadura; primero, azuzando el golpe de Estado, y luego, encu-
briendo los crímenes del régimen, mediante múltiples campañas de 
desinformación y manipulación de la opinión pública. 
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La sexta sección temática, “Aspectos jurídicos de la complicidad 
económica”, también se compone de dos capítulos. En ellos se exponen, 
por un lado, los principios generales emanados del derecho internacio-
nal para abordar las causas de complicidad económica; y por otro, las 
(im)posibilidades de perseguir, juzgar o reparar – en el marco del dere-
cho chileno – la comisión de estos delitos, por los cuales algunas empre-
sas y sus altos miembros se beneficiaron económicamente. Juan Pablo 
Bohoslavsky reflexiona, a la luz del derecho internacional y comparado, 
respecto de cuándo procede establecer responsabilidades civiles en las 
violaciones de derechos humanos. En este marco, sostiene que para 
determinar dichas responsabilidades se requiere conocer si la asistencia 
corporativa a un régimen criminal, generó, facilitó, dio continuidad o 
hizo más efectiva la comisión de estos delitos. Argumenta que, com-
prender el contexto que originó y sostuvo la complicidad económica, 
resulta incluso, más relevante que constatar el grado de conocimiento 
que tenían las corporaciones sobre el daño producido. En un tenor 
similar, Pietro Sferrazza y Francisco Jara sostienen que la condición de 
civiles no excluiría a los actores económicos de la persecución criminal 
por delitos de lesa humanidad, al tiempo que advierte una oportunidad 
– de acuerdo a la jurisprudencia – para la imprescriptibilidad de los 
casos, toda vez que éstos devengan de acciones que hayan facilitado o 
contribuido a la violación de los derechos humanos.

La séptima sección, titulada “Conclusiones y prospectivas”, 
coincide con el último capítulo del libro. En este, el historiador Julio 
Pinto, describe tres momentos en los cuales se habría ido anudando 
una cierta simbiosis entre el mundo empresarial y la dictadura cívico 
militar. El primer momento, se encuentra en la amenaza que significó el 
programa de la Unidad Popular para la libertad de empresa y el derecho 
de propiedad. El segundo, tiene que ver con los beneficios que recibieron 
durante la dictadura aquellos empresarios que apoyaron y colaboraron 
con el régimen. Mientras que el tercer momento, se asocia con las garan-
tías de inmodificabilidad de los mecanismos básicos de funcionamiento 
de la economía neoliberal, así como de los componentes centrales de la 
institucionalidad en la cual se estableció dicha garantía. 
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De este modo, el libro que ha sido reseñado tiene el valor de 
ofrecer un variado análisis sobre la complicidad de las empresas y em-
presarios durante la dictadura. Desde un abordaje interdisciplinario, 
logra articular efectivamente una narrativa que conecta las violaciones a 
los derechos humanos con las políticas económicas implementadas du-
rante el régimen de Pinochet. No obstante, considerando la diversidad 
de perspectivas y dimensiones desde las cuales se observó el problema, 
se extraña un capitulo con una mayor sistematización de los fallos ju-
diciales, conclusiones de comisiones investigadoras o solicitudes de in-
formación realizadas al Congreso Nacional. Esto, por un lado, a fin de 
comprender los aciertos y reveses que han tenido estas iniciativas, y por 
otro, para conocer el estado actual de las impugnaciones realizadas en 
el marco de los objetivos de verdad, justicia, reparación y garantías de 
no repetición. Por lo pronto, y de acuerdo a la experiencia comparada, 
pareciera ser que las democracias y economías modernas pueden sobre-
vivir a los juicios que buscan determinar las responsabilidades de los 
agentes económicos en la violación de los derechos humanos, lo que, sin 
duda, ofrece a las víctimas la esperanza de que las situaciones de abuso 
que experimentaron sean reconocidas y reparadas.

Finalmente, la evidencia histórica presentada en este libro no sólo 
constituye una crítica dirigida a los actores económicos involucrados 
en violaciones a los derechos humanos o a quienes se beneficiaron de 
las prácticas represivas y autoritarias de la dictadura, sino también, la 
crítica apunta a los gobiernos de la transición, los cuales no quisieron 
enfrentar realmente las causas estructurales de la desigualdad en Chile: 
concentración de la propiedad productiva, formación de conglomerados 
económicos con altas cuotas de mercado y debilitamiento del poder de 
negociación sindical, entre otras (SOLIMANO, 2013, p. 100). De este 
modo, el libro Complicidad económica con la dictadura chilena., podría 
nutrir el debate sobre la desigualdad en Chile – que, tras la revuelta 
social ha tomado con fuerza la agenda política – y direccionarlo, hacia 
la rendición de cuentas de los beneficios recibidos por las empresas, 
a cambio de su colaboración con la dictadura. 
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